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1. El contenido esencial
del Pacto de Estabilidad y
Crecimiento y su trascendencia
para la Hacienda Pública de los
Estados Miembros
C omo es sabido, el Consejo Europeo,reunido en Madrid en diciembre de1995, confirmó la importancia crucial
de garantizar la disciplina presupuestaria en la
tercera fase de la Unión Económica y Monetaria,
idea que se reiteró en florencia seis meses des-
pués. En Dublín, en diciembre de 1996, se alcan-
za un acuerdo sobre los principales elementos
del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. Este
Pacto se compone de la Resolución del Consejo
de 17 de junio de 1997 y de dos Reglamentos del
Consejo, uno relativo al reforzamiento de la
supervisión de las situaciones presupuestarias y
a la supervisión y coordinación de las políticas
económicas, y el otro relativo a la aceleración y
clarificación del procedimiento de déficit exce-
sivo.
En la Resolución del Consejo sobre el Pacto
de Estabilidad y Crecimiento de 17 de junio de
1997 los Estados miembros se comprometen a
respetar el objetivo presupuestario a medio
plazo establecido en sus programas de estabili-
dad o convergencia consistente en conseguir
situaciones presupuestarias próximas al equili-
brio o con superávit, y a adoptar las medidas
presupuestarias correctoras que estimen necesa-
rias para alcanzar los objetivos fijados en sus
programas de estabilidad y convergencia, tan
pronto dispongan de información que ponga de
manifiesto divergencias significativas, tanto rea-
les como previstas, respecto de dichos objetivos.
En términos más concretos:
a) Se comprometen a adoptar las medidas
correctoras que estimen necesanas en matena pre-
supuestaria para poder alcanzar los objetivos esta-
blecidos en sus programas de estabilidady conver-
gencia unavez quehayan recibido una advertencia
mediante una recomendación del Consejo.
b) Pondrán en marcha sin demora los ajustes
presupuestarios correctores que estimen necesa-
rios cuando reciban información que señale un
riesgo de déficit excesivo.
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c) Corregirán los déficit excesivos tan pronto
como sea posible una vez que éstos se hayan
producido. Dicha corrección deberá haber termi-
nado no más tarde del año siguiente al de la
identificación del déficit excesivo, salvo que
concurran circunstancias especiales.
Por su parte, la Comisión se compromete a:
facilitar un funcionamiento riguroso, oportuno y
eficaz del Pacto de Estabilidad y Crecimiento;
presentar sin demora ¡os informes, dictámenes y
recomendaciones necesarios para facilitar un
funcionamiento eficaz del sistema de alerta rápi-
da así como una rápida puesta en marcha y una
aplicación rigurosa del procedimiento de déficit
excesivo; elaborar un informe cuando exista el
riesgo de déficit excesivo o cuando el déficit
público real o previsto supere el valor de refe-
rencia del 3 por 100 del Producto Interior Bruto;
presentar por escrito al Consejo las razones que
sirvan de fundamento a una posición en que no
considere excesivo un déficit superior al 3 por
100 del Producto Interior Bruto y esta opinión
no coincida con la del Comité Económico y
Financiero; y hacer por norma general una reco-
mendación de decisión del Consejo sobre la
existencia o no de déficit excesivo.
Finalmente, el Consejo se compromete a:
aplicar, de modo riguroso y a su debido tiempo,
todos los elementos del Pacto de Estabilidad y
Crecimiento que sean de su competencia; reco-
mendar que los déficit excesivos se corrijan tan
pronto como sea posible después de que surjan
y no más tarde del año siguiente a la identifica-
ción del déficit excesivo, salvo que concurran
circunstancias especiales; imponer en todo
momento sanciones si un Estado miembro
dejase de tomar las medidas necesarias para
poner término a una situación de déficit excesi-
yo, con arreglo a sus recomendaciones; exigir
un depósito sin devengo de intereses en todos
los casos en que decida imponer sanciones a un
Estado miembro participante; convertir auto-
máticamente el depósito en multa, una vez
transcurridos dos años a partir de la fecha en
que se haya tomado la decisión de imponer san-
ciones, y no se hubiese corregido la situación
de déficit excesivo; y exponer siempre y por
escrito las razones que justifiquen su decisión
de no actuar.
Esta Resolución se completa con los dos
Reglamentos referidos, que merecen una aten-
ción especial.
Por una parte, el Reglamento nY 1466/97,
del Consejo, de 7 de julio de 1997, relativo al
reforzamiento de la supervisión de las situa-
ciones presupuestarias y a la supervisión y
coordinación de las políticas económicas, con
entrada en vigor el 1 de julio de 1998. Por otra
parte, el Reglamento n.0 1467/97, del Consejo,de 7 de julio de 1997, relativo a la aceleración
y clarificación del procedimiento del déficit
excesivo, con entrada en vigor el 1 de enero de
1999.
El Reglamento relativo al reforzamiento de la
supervisión de las situaciones presupuestarias y
a la supervisión y coordinación de las políticas
económicas se fundamenta, esencialmente, en
que el Pacto de estabilidad y crecimiento se basa
en el objetivo de finanzas públicas saneadas
como medio de reforzar las condiciones para la
estabilidad de precios y para un crecimiento
sólido y sostenido que conduzca a la creación de
empleo. Y también, obviamente, se apoya en la
Resolución del Consejo Europeo de 17 de junio
de 1997, ya analizada, que, como se ha señalado,
formula las orientaciones políticas firmes a fin
de aplicar el Pacto de Estabilidad y Crecimiento
de forma rigurosa y a su debido tiempo, y en
particular para ajustarse al objetivo a medio
plazo de situaciones presupuestarias próximas al
equilibrio o de superávit, al que todos los Esta-
dos miembros se han comprometido.
Pues bien, este Reglamento establece las
normas que regulan el contenido, la presenta-
ción, el examen y el seguimiento de los progra-
mas de estabilidad para los Estados miembros
participantes (aquellos Estados miembros que
hayan adoptado la moneda única) y de los pro-
gramas de convergencia para los Estados
miembros no participantes (aquellos que no
hayan adoptado la moneda única) en el marco
de la supervisión multilateral por el Consejo,
para impedir, en una fase inicial, que se pro-
duzcan déficit públicos excesivos e impulsar la
supervisión y coordinación de las políticas eco-
nómicas.
Por su parte, el Reglamento relativo a la ace-
leración y clarificación del procedimiento de
déficit excesivo se fundamenta en los mismos
argumentos que el Reglamento anterior, si bien
subraya que para que la unión económica y
monetaria funcione correctamente, es necesario
que la convergencia de los resultados económi-
cos y presupuestarios de los Estados miembros
que hayan adoptado la moneda única (Estados
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miembros participantes) resulte estable y dura-
dera, y que en la tercera fase de la Unión Eco-
nómica y Monetaria es necesaria la disciplina
presupuestaria para proteger laestabilidad de los
precios. En su contenido esencial, este Regla-
mento establece los siguientes criterios:
a) El Reglamento establece las disposiciones
para acelerar y clarificar el procedimiento de
déficit excesivo, con el objetivo de impedir los
déficit públicos excesivos y, en caso de que se
produzcan, propiciar su pronta correccion.
b) Un déficit público excesivo superior al
valor de referencia se considerará excepcional y
temporal a efectos de lo previsto en el articulo
104 C 2-a) del Tratado, cuando obedezca a una
circunstancia inusual sobre la cual no tenga nin-
gún control el Estado miembro afectado y que
incida de manera significativa en la situación
financiera de las administraciones públicas, o
cuando obedezca a una grave recesión económi-
ca. Asimismo, se considerará que el exceso
sobre el valor de referencia es temporal cuando
las previsiones presupuestarias facilitadas por la
Comisión indiquen que el déficit se situará por
debajo del valor de referencia al término de la
circunstancia inusual o de la grave recesión eco-
nómica
2. Los datos significativos de
las Comunidades Autónomas
respecto a su déficit y
endeudamiento
E n la reciente obra Financiación de lasComunidades Autónomas y Corpora-ciones Locales (Ricardo CALLE. Ed.
CEURA. Madrid, 1996) se enfatizaba sobre la
creciente tendencia hacia el déficit y la acumu-
lación de deuda de las Comunidades Autóno-
mas y al hilo de esta dinámica se destacaba la
insostenibilidad de esta tendencia, propugnán-
dose la revisión del sistema de financiación. En
definitiva, entonces y ahora pensamos que la
contención del déficit y el endeudamiento de
las Comunidades Autónomas era y es necesaria
tanto para conseguir el equilibrio financiero a
medio plazo de las haciendas autonómicas
como para que las Administraciones Territoria-
les colaboren en el objetivo de reducción del
déficit y niveles de deuda del sector público
español. Y la intensificación de la corresponsa-
bilidad fiscal se proyectaba en aquel trabajo
como una opción necesaria en aras del citado
objetivo. Sobre esta cuestión se volverá poste-
riormente.
Sin que se pueda determinar todavía la inci-
dencia del nuevo sistema de financi~ación auto-
nómica para el quinquenio 1997-2001 sobre la
suficiencia financiera de las Comunidades
Autónomas y, en definitiva, sobre su papel de
restricción del proceso de endeudamiento cre-
ciente de las Comunidades Autónomas, sí pro-
cede, en cambio, señalar que la evolución de
los ingresos y gastos de las Comunidades Autó-
nomas se ha reflejado en un endeudamiento
(pasivos financieros) que ha crecido desde
425.000 millones de pesetas en 1988 a 5,173
billones de pesetas en 1997 (sin incluir los pasi-
vos de organismos autónomos comerciales,
industriales y financieros, ni los de entes públi-
cos y empresas dependientes). La deuda públi-
ca emitida ha aumentado desde 61.642 millo-
nes de pesetas en 1985 a 429.000 millones de
pesetas en 1997. Y en porcentajes del Producto
Interior Bruto a precios de mercado, el endeu-
damiento de las Comunidades Autónomas ha
evolucionado desde el 1,1 por 100 en 1988 al
6,7 por 100 en 1997. En pesetas por habitante,
el endeudamiento ha crecido desde 11.020
pesetas por habitante en 1988 a 127.516 pese-
tas por habitante en 1997.
Estas cifras son lo suficientemente expresi-
vas, y no hacen falta más, para alertar, desde la
perspectiva de la cuestión que nos ocupa hoy,
sobre la urgencia de ponderar, como se hará pos-
teriormente, la incidencia de esta evolución del
endeudamiento de las Comunidades Autónomas
sobre las exigencias del Pacto de Estabilidad y
Crecimiento.
Presupuestos consolidados de las
Comunidades Autónomas
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Evolución de los presupuestos consolidados
de las Comun¡ddes Autónomas
Deuda pública emitida por las Comunidades
Autónomas



























Evolución del endeudamiento de las
Comunidades Autónomas
(pasivos financieros)

























Evolución del endeudamiento en valores y
créditos no comerciales
de las Comunidades Autónomas











Evolución del endeudamiento respecto














La España de las Autonomías y las exigencias del pacto...
Evolución del endeudamiento por habitante
de las Comunidades Autónomas
(pasivos financieros)











3. La relevancia de la
coordinación presupuestada:
una significativa omisión del
Acuerdo 1/1996
E n la Resolución de 31 de julio de 1995,de laDirección General de Coordinacióncon las Haciendas Territoriales, por la
quese ordena la publicación del Acuerdo 1/1 992,
de 20 de enero, sobre el sistema de financiación
autonómica en el período 1992-1996, se incluyen
dos apanados (1.2 y 1.3.2) que se interaccionan, y
que se considera son de especial importancia.
Cuadro 1
Escenario de consolidación presupuestaria
Déficit de las Comunidades Autónomas
(En porcentajes del PIR)







































































































Total 0,9585 0,7968 0,5262 0,3321 0,1615
PIB (millones pts.) 59.751.000 64.591.000 69.483.000 74.378.000 79.405.000
En el apartado 1.2 bajo el título de «Coordi-
nación Presupuestaria», se destaca que la nece-
sidad de una mayor convergencia fiscal en el
ámbito de la CEE es un requisito para la entra-
da de España en el grupo de paises que partici-
pen en la tercera fase del proceso de Unión Eco-
nómica y Monetaria. Esta convergencia presu-
puestaria, se señala, exige una reducción pro-
gresiva de la Necesidad de Financiación, en tér-
minos de Producto Interior Bruto, de las
Administraciones Públicas, lo que requiere una
actuación coordinada de la política presupuesta-
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Cuadro 2
Escenario de consolidación presupuestaría
Deuda de las Comunidades Autónomas
(En porcentajes del PIR)







































































































Total 3,578% 4,149% 4,414% 4,486% 4,394%
PIB (millones pts.) 59.751.000 64.591.000 69.483.000 74.378.000 79A05.000
ria de la Administración Central y de las Comu-
nidades Autónomas.
Esta coordinación presupuestaria se concreta-
rá, según la Resolución, en el cumplimiento por
parte de la Administración Central y de las
Comunidades Autónomas del Escenario de Con-
solidación Presupuestaria (véanse cuadros
adjuntos). Anualmente, el Consejo de Política
Fiscal y Financiera revisará el cumplimiento de
este Escenario y adoptará las medidas oportunas
para asegurar la consecución de los objetivos
previstos en el mismo, sin perjuicio de las com-
petencias de los respectivos Parlamentos. Este
Escenario se adaptará en cada momento al
marco competencial vigente.
Por su parte, el apartado 1.3.2. («Autorizacio-
nes de emisión de deuda») pone de relieve que
en relación con las operaciones de crédito y
endeudamiento de las Comunidades Autóno-
mas, la Ley Orgánica de Financiación de las
Comunidades Autónomas, al tiempo que declara
en el artículo 4 su carácter de recurso propio de
las Comunidades Autónomas, señala en su
articulo 14 los requisitos que deben cumplir
dichas operaciones. El Consejo de Política Fis-
cal y Financiera considera que estas disposicio-
nes son susceptibles de una mayor armonización
entre sí, que debe establecerse dentro del marco
de coordinación de las políticas presupuestarias
de todas las Administraciones Públicas.
Por ello, el Consejo de Política Fiscal y Finan-
ciera acuerda establecer la presentación al
Gobierno, por cada Comunidad Autónoma, de un
Programa Anual de Endeudamiento, tanto inte-
rior como exterior coherente con el Escenario de
Consolidación Presupuestaria. Este Programa
Anual de Endeudamiento, una vez consensuado
entre el Gobierno y la Comunidad Autónoma
respectiva, implicará la autorización automática
por parte del Estado, de todas las operaciones
que se concierten dentro de la cobertura de dicho
Programa y que precisen de la citada autoriza-
ción. En el transcurso de la ejecución del Progra-
ma, cada Comunidad Autónoma podrá introducir
las modificaciones que estime convenientes pre-
sentando una nueva propuesta al Gobierno.
~PbEUk,
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Ahora bien, si a lo largo de la ejecución de los
Programas Anuales de Endeudamiento surgieran
circunstancias excepcionales que pudieran impli-
car dificultades para el desarrollo de la política
financiera del Tesoro y, en especial, pudieran
suponer desequilibrios en relación entre el nivel
de endeudamiento exterior e interior, el Gobierno
podrá suspender cautelarmente su aplicación, de
forma temporal o hasta el final del ejercicio o
consensuando nuevas propuestas.
Parecía iniciarse, con el Acuerdo 1/1992, de
20 de enero, una línea digamos de seriedad en
materia de coordinación presupuestaria, pero,
incomprensiblemente, el Acuerdo 1/1996, de 23
de septiembre, del Consejo de Política Fiscal y
Financiera, por el que se aprueba el Sistema de
Financiación de las Comunidades Autónomas
para el quinquenio 1997-2001, omite toda refe-
rencia al Escenario de Consolidación Presupues-
taria. Es decir, se produce una omisión incom-
prensible cuando lo correcto hubiera sido
precisamente partir de la valoración del grado de
cumplimiento de los Escenarios de Consolida-
ción Presupuestaria pactados y determinar apar-
tir de ahí las consecuencias para las Comunida-
des Autónomas infractoras y los mecanismos
futuros de coordinación presupuestaria y del
endeudamiento. En este extremo hay unanimi-
dad de opiniones, al igual que en calificar la
omisión referida del citado Acuerdo 1/1996, de
23 de septiembre, como muy significativa,
máxime al coincidir el nuevo sistema de finan-
ciación con el periodo clave del proceso de
unión monetaria e integración económica en la
Unión Europea.




A pesar de la evolución del nivel deendeudamiento de las ComunidadesAutónomas no puede ignorarse la
existencia de limitaciones a su endeudamiento.
Comenzando por los límites establecidos por
la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de
Financiación de las Comunidades Autónomas,
el artículo 14 (no modificado por la Ley Orgáni-
ca 3/1996, de 27 de diciembre, de financiación
de las Comunidades Autónomas), establece los
siguientes criterios:
— Las Comunidades Autónomas podrán reali-
zar operaciones de crédito porplazo inferior a un
año, con objeto de cubrir sus necesidades transi-
torias de tesorería.
— Asimismo, las Comunidades Autónomas
podrán concertar operaciones de crédito por
plazo superior a un año, cualquiera que sea la
forma como se documenten, siempre que se
cumplan los siguientes requisitos: a) que el
importe total del crédito sea destinado exclusi-
vamente a la realización de gastos de inversión;
y b) que el importe total de las anualidades de
amortización, por capital e intereses, no exceda
del 25 por 100 de los ingresos corrientes de la
Comunidad Autónoma.
— Para concertar operaciones de crédito en el
extranjero y para la emisión de deuda o cual-
quier otra apelación al crédito público, las
Comunidades Autónomas precisarán autoriza-
ción del Estado.
— Las operaciones de crédito de las Comuni-
dades Autónomas deberán coordinarse entre sí y
con la política de endeudamiento del Estado en
el seno del Consejo de Política Fiscal y Finan-
ciera.
— La Deuda Pública de las Comunidades
Autónomas y los títulos-valores de carácter
equivalente emitidos por éstas estarán sujetos a
las mismas normas y gozarán de los mismos
beneficios y condiciones que la Deuda Pública
del Estado.
Estas limitaciones deben cumplimentarse con
el contenido del Acuerdo 1/1992, de 20 de
enero, del Consejo de Política Fiscal y Financie-
ra, en materia de Coordinación Presupuestaria y
Autorizaciones de Emisión de Deuda, ya anali-
zado en el epígrafe anterior. Como se recordará,
se hace referencia, por una parte, al Escenario de
Consolidación Presupuestaria, y a la revisión
anual por el Consejo de Política Fiscal y Finan-
ciera de este Escenario. Por otra parte, se con-
templa el denominado Programa Anual de
Endeudamiento coherente con el Escenario de
Consolidación Presupuestana.
Existe unanimidad en que las limitacionesrefe-
ridas no han tenido mucha eficacia por diferentes
razones, que se exponen seguidamente, en su con-
tenido esencial:
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— El límite del 25 por 100 está situado a un
nivel muy elevado, además de la falta de con-
creción tanto del indice de medida como del
organismo encargado de velar por su cumpli-
miento.
— No parecen existir garantías suficientes
para frenar el endeudamiento de una Comunidad
Autónoma que incumpla el Escenario de Conso-
lidación Presupuestaria fijado, mientras se
endeude mediante pasivos (préstamos y crédi-
tos) que no requieren autorización.
— En la revisión anual de los Escenarios Pre-
supuestarios se amplía el objetivo de la deuda
esencialmente para las Comunidades Autónomas
que han incumplido el objetivo inicial, de forma
que se hace coincidir a posteriori la deuda real
con el objetivo, modo de proceder que de reite-
rarse reducirá sensiblemente la credibilidad de
los Escenarios de Consolidación Presupuestaria.
5. La corresponsabilidad
fiscal, el déficit y el nivel de
endeudamiento de las
tención del déficit y el endeudamiento es necesa-
ria tanto para preservarel equilibrio financiero a
medio píazo de las haciendas autonómicas como
para que las Administraciones Territoriales cola-
boren con el objetivo de reducción del déficit y
nivel de deuda pública a que el Sector Público
Español esta comprometido tras los acuerdos de
Maastricht» (op. cit. pág. 41).
Este objetivo de reducción del déficit y del
endeudamiento de las Comunidades Autónomas
se correlaciona con la demanda de una mayor
corresponsabilidadfiscal, concepto que formula
la necesidad de que las Comunidades Autóno-
mas, que han recibido un importantevolumen de
competencias de gasto desde el comienzo del
proceso de descentralización, participen también
en el coste de recaudar tributos. De lo que se
trata, en definitiva, es de evitar las asimetrías
competenciales en términos de ingresos y gas-
tos, de manera que cada nivel de gobierno dis-
ponga de recursos propios equiparables a los
gastos que en cada ejercicio efectúen.
De ahí que se considere relevante una refe-
rencia a la evolución de la corresponsabilidad
fiscal en España.
Comunidades Autónomas
C onforme ha transcurrido el tiempodesde la configuración de la Españade las Autonomías se ha podido cons-
tatar la creciente tendencia hacia el déficit y la
acumulación de deuda de las Comunidades
Autónomas. De este proceso se extraen dos con-
clusiones: la insostenibilidad de los crecientes
déficit y acumulación de deuda, y la necesidad
de intensificar la corresponsabilidad fiscal.
Respecto a la primera cuestión, en el Libro
Blanco titulado «Informe sobre el actual sistema
de financiación autonómica y sus problemas»
(Instituto de Estudios Fiscales, Madrid 1995) se
señalaba que el sistema de financiación de las
Comunidades Autónomas descansaba en los tri-
butos cedidos y, en mayor medida, en las parti-
cipaciones en los ingresos de la hacienda central,
esquema de financiación inestable que ha lleva-
do a las Comunidades Autónomas a recurrir con
profusión al endeudamiento que, después de la
participación en los ingresos de la hacienda cen-
tral, constituye la vta de financiación menos
dolorosa, al menos a corto píazo. De ahí que se
señalase en el citado Libro Blanco que «la con-
5.1. DEL ACUERDO DE 7 DE ENERO
DE 1993 AL ACUERDO DE 23 DE
SEPTIEMBRE DE 1996
En el análisis de la evolución de la correspon-
sabilidad fiscal de las Comunidades Autónomas
constituye un punto de partida el Acuerdo 1/1993,
de 7 de enero, para el desarrollo del sistema de
financiación de las Comunidades Autónomas del
quinquenio 1992-1996. En realidad se trata de
cuatro acuerdos, siendo el más importante el refe-
ndo al «Procedimiento para la aplicación de la
corresponsabilidad fiscal en el sistema de finan-
ciación de las Comunidades Autónomas».
Este fue adoptado el 20 de enero de 1992
(Acuerdo 1/1992, sobre el sistema de financia-
ción autonómica en el período 1992-1996). En él
se consideraba deseable asignar a las Comunida-
des Autónomas un mayor grado de corresponsa-
bilidad fiscal, y a tal efecto se constituyó un
grupo de trabajo que elabora un «Informe» en el
que se basa la definición y el desarrollo del
«Procedimiento para la aplicación de la corres-
ponsabilidad fiscal en el sistema de financiación
de las Comunidades Autónomas». Para el Con-
sejo de Política Fiscal y Financiera el procedi-
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miento constituye la respuesta adecuada a las
exigencias del momento en virtud de las caracte-
rísticas que reúne, entre las que el Consejo
subraya las siguientes:
a) Respeto a los criterios básicos de financia-
ción de las Comunidades Autónomas que infor-
maron el Acuerdo de 20 de enero de 1992.
b) Conexión de los recursos recibidos por las
Comunidades Autónomas con los rendimientos
impositivos obtenidos en sus territorios, de tal
forma que una parte importante del gasto públi-
co gestionado por ellas esté financiado por las
aportaciones de los residentes en el ámbito terri-
torial respectivo, con lo que los ciudadanos
toman conciencia de que las prestaciones recibi-
das de su Comunidad Autónoma son consecuen-
cia de las exigencias impositivas de que son
objeto.
c) Garantía de que la financiación resultante
del «Método» no se altera en perjuicio de ningu-
na Comunidad Autónoma, manteniendo los
principios de solidaridad y equidad.
d) Instrumentación en el marco de la Ley
Orgánica de Financiación de las Comunidades
Autónomas, con lo que evita planteamientos de
revisión no deseables.
e) Moderación en cuanto al coste estimado
que representa para la Hacienda estatal.
Por otra parte, el Acuerdo de 1993 señala que
el «Procedimiento» se aplicará en los años 1994
y 1995. Para 1996, el Consejo de Política Fiscal
y Financiera, considerando la experiencia obte-
nida en los dos años precedentes, deberá pro-
nunciarse sobre la continuación pura y simple en
su aplicación o, en su caso, sobre las reformas
que sea necesario introducir para su perfecciona-
miento.
El citado «Procedimiento» tiene dos ámbitos:
financiero y formal. En cuanto al contenido
financiero, el Acuerdo 1993 señala que a partir
del 1 de enero de 1994, y en los años 1994 y
1995, cada Comunidad Autónoma percibirá el
15 por 100 del importe de las cuotas líquidas del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
ingresadas por los residentes en su territorio, que
hayan sido devengadas en el ejercicio de refe-
rencia.
En lo que concierne a la instrumentación for-
mal, el Acuerdo de 1993 refleja unas reflexiones
muy relevantes que no pueden soslayarse y que
se concretan en:
1. Descartar lafórmula del recargo autonómi-
co en el IRPF, que podría arbitrarse como solu-
ción a la corresponsabilidad fiscal por la vía del
artículo 12 de la LOFCA.
2. Instrumentalizar el «Procedimiento»
mediante el reconocimiento a cada Comunidad
Autónoma de una participación territorializada
en el rendimiento del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas, al amparo de lo previsto en
el artículo 10 de la LOFCA.
3. Se adopta, por tanto, la participación ten-
torializada en el rendimiento del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas como forma de
instrumentalización del «Procedimiento». Para
ello, la actual participación de las Comunidades
Autónomas en la recaudación de impuestos esta-
tales se desdobla en dos tramos o fracciones:
— La primera, de carácter general, en el ren-
dimiento global del conjunto de los impuestos
del Estado, directos e indirectos, excluidos los
susceptibles de cesión.
— La segunda, de carácter específico singular,
en el rendimiento del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas en el respectivo ámbito
territorial.
Expuesto en lo esencial el Acuerdo de 1993,
señalar que el Acuerdo 1/1996, de 23 de sep-
tiembre, aprueba el Sistema de Financiación de
las Comunidades Autónomas para el quinquenio
1997-2001, un modelo que va a estar caracteri-
zado por dos rasgos esenciales:
a) La atribución de las Comunidades Autóno-
mas de un tramo del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas no va a suponer una pérdida
neta de recursos para el Estado, dadas las expec-
tativas de crecimiento de la recaudación en fun-
ción de lapolítica tributaria del Gobierno.
b) Las reglas de suficiencia dinámica del sis-
tema van a asegurar el mantenimiento del flujo
de recursos, en términos relativos, respecto a los
derivados del Método del quinquenio todavía
vigente. Ello no supone la congelación del
potencial del sistema, puesto que se le dota de
elementos correctores cuyo ejercicio compete a
las Comunidades Autónomas, al servicio del
principio de autonomía financiera.
En efecto, se señala en el Acuerdo de 1996, el
incremento de los recursos para las Comunida-
des Autónomas es factible a través de las
siguientes vías: mejora de la gestión tributaria
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autonómica, lucha contra el fraude fiscal, y ejer-
cicio por las Comunidades Autónomas de sus
facultades normativas en materia tributaria, en
especial las relativas a la tarifa complementaria
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi-
cas y a los tributos cedidos. Por otra parte, apa-
rece como algo obvio y generalmente admitido
que la experiencia obtenida durante los diez
años que lleva aplicándose el sistema ha revela-
do la existencia de los problemas ya referidos,
cuya eliminación resulta necesaria.
De ahí que el Acuerdo de 1996 entienda que
las reglas para la aplicación del nuevo Modelo
del sistema de financiación para el quinquenio
1997-2001 permiten solucionar los problemas
existentes cumpliendo, al mismo tiempo, las ex¡-
gencias de autonomía, corresponsabilidad fiscal
y solidaridad. En definitiva, el Modelo de siste-
ma tiene como puntos principales los siguientes:
1. Las Comunidades Autónomas podrán dis-
poner de una imposición sobre la renta de las
personas físicas, con competencias normativas
en materia de tarifa, incluido mínimo exento, y
deducciones. En el momento inicial, el Estado
abatirá la tarifa al 85 por 100 de los tipos actua-
les, atribuyendo recaudación según criterio tern-
torial hasta el 15 por 100. Una vez que se com-
pleten los traspasos en materia educativa, se
reducirá en otro tanto la imposición actual, con
lo que, al final del quinquenio, las Comunidades
Autónomas dispondrán de un espacio equivalen-
te al 30 por 100 del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Físicas actual.
2. Las Comunidades Autónomas dispondrán
de facultades normativas en los aspectos referi-
dos de la regulación de los tributos cedidos.
3. La financiación global del sistema se
determinará según las variables y ponderaciones
actualmente aplicables.
4. Las Comunidades Autónomas podrán par-
ticipar en las tareas de dirección y control de la
Agencia Estatal de Administración Tributaria,
en relación al Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, en el ámbito de su territorio.
5. Cuando de la aplicación del Modelo resulte
para alguna Comunidad Autónoma una financia-
ción que no le permita garantizar en su territorio el
nivel medio de prestación de los servicios funda-
mentales que haya asumido, se establecerán a su
favor las correspondientes asignaciones en los
Presupuestos Generales del Estado en los términos
previstos en el artículo 15 de la LOFCA.
6. Igualmente, se pondrán en práctica deter-
minados instrumentos de solidaridad con objeto
de garantizar la evolución y distribución de los
recursos del Modelo.
Este es el contenido esencial del Acuerdo pri-
mero del Acuerdo de 1996, que consta de ocho
acuerdos más, de los que el cuarto tiene unapar-
ticular relevancia. Por una parte, hace referencia a
las facultades normativas en el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas y, por otra, a la resi-
dencia habitual (Acuerdo cuarto: Facultades Nor-
mativas de las Comunidades Autónomas en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas).
El Acuerdo quinto trata sobre la («Participa-
ción de las Comunidades Autónomas en la ges-
tión tributaria del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas y de otros tributos»). La refor-
ma del sistema de financiación para el quinque-
nio 1997-2001 no hace aconsejable incluir la
implantación de la gestión tributaria integrada,
conservándose por tanto las reglas básicas
vigentes sobre la participación de las Comunida-
des Autónomas en la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria. Sin embargo, se considera
necesario contemplar medidas que supongan
una clara mejora de la regulación actual y el con-
siguiente avance en la eficacia y eficiencia de los
órganos mixtos, relativos tanto al contenido de
su tarea como a su estructura.
El Acuerdo sexto («Asignaciones de nivela-
ción de los servicios públicos fundamentales»)
contempla la creación de un Grupo de Trabajo,
que deberá elaborar y llevar a la aprobación del
Consejo, durante el año 1997, una propuesta de
instrumentación jurídica, financiera y presu-
puestaria de las asignaciones de nivelación de
los servicios públicos fundamentales, a las que
se refiere el artículo 15 de la LOFCA.
El Acuerdo séptimo («Establecimiento de ins-
trumentos de solidaridad que garanticen la evo-
lución y distribución de los recursos del mode-
lo»> se fundamenta en la idea del Consejo de
Política Fiscal y Financiera de que la aplicación
del Modelo debe acompañarse con el estableci-
miento de determinadas garantías por las posi-
bIes distorsiones financieras que puedan produ-
cirse.
Los Acuerdos octavo y noveno del Acuerdo
1/1996 hacen referencia a la aplicación del siste-
ma de financiación de las Comunidades Autóno-
mas de régimen común a las ciudades de Ceuta
y Melilla, respectivamente.
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52. LA NUEVA FINANCIACIÓN DE
LAS COMUNIDADES
AUTÓNOMAS
En diciembre de 1996 se publica la Ley Orgá-
nica 3/1996, de 27 de diciembre, de modificación
parcial de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de sep-
tiembre, de financiación de las Comunidades
Autónomas. El punto de partida de la Exposición
de Motivos es el Acuerdo 1/1996, ya analizado,
y el principio inspirador básico: la asunción por
las Comunidades Autónomas de un importante
nivel de corresponsabilidad fiscal efectiva. Para
materializar el principio, se 0pta por hacer uso del
mecanismo de la cesión de tributos del Estado a
las Comunidades Autónomas, y ello mediante la
adopción de las dos siguientes medidas:
— Ampliación del ámbito de la cesión a una
parte del Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas.
— Atribución a las Comunidades Autónomas
de ciertas competencias normativas en relación a
los tributos cedidos, incluyendo la mencionada
parte del impuesto citado.
Como se reconoce en la Exposición de Moti-
vos, ninguna de las dos medidas citadas tiene
cabida en el marco conformado por la vigente
LOFCA, razón por la cual resulta necesario
introducir en este texto legal las modificaciones
que permitan el adecuado encauzamiento de
aquéllas.
Las principales modificaciones que introduce
la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre, se
coligen fácilmente de lo que se expone en la
Exposición de Motivos:
— La articulación del principio de correspon-
sabilidad fiscal efectiva, mediante la ampliación
del ámbito de cesión de tributos del Estado a las
Comunidades Autónomas y la atribución a éstas
de ciertas competencias normativas en relación a
dichos tributos, requiere precisar el concepto de
tributo cedido; aclarar y dotar de estabilidad a la
relación de tributos susceptibles de cesión a las
Comunidades Autónomas; reformular el ámbito
objetivo de los recargos autonómicos sobre tri-
butos estatales; redefinir las líneas generales del
alcance y condiciones de lacesión; y dotar al sis-
tema de tributos cedidos de normas procedimen-
tales y órganos, que permitan resolver con rapi-
dez y eficacia los conflictos que puedan
suscitarse entre las distintas Comunidades Autó-
nomas con motivo del ejercicio de sus compe-
tencias en relación a los tributos que se contem-
plan.
— En cuanto al concepto de tributo cedido, la
Ley Orgánica 3/1996 mantiene la definición
resultante del artículo 10-1 de la LOECA, que
configura a aquél como un tributo establecido y
regulado por el Estado, si bien modifica el aparta-
do 3 del mismo artículo 10 a fin de introducir las
dos siguientes precisiones: en primer lugar, que la
cesión de tributos puede ser parcial. En segundo
lugar, que la cesión, ya sea total o parcial, podrá
comprender competencias normativas.
— Por lo que se refiere a la relación de tribu-
tos susceptibles de cesión, la experiencia acu-
mulada desde 1980, fecha de la promulgación de
la LOFCA, permite conocer con rigor los tribu-
tos concretos susceptibles de formar parte, efec-
tivamente, del sistema de cesión de tributos,
conocimiento éste que debe ser formalizado en
orden a dotar de estabilidad futura al menciona-
do sistema. A su vez, la realización efectiva del
principio de corresponsabilidad fiscal se consi-
gue, en gran medida, mediante la cesión parcial
a las Comunidades Autónomas del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas.
— La puesta en relación de ambas circunstan-
cias determina la necesidad de modificar el
artículo 11 de la LOFCA, estableciendo una
relación clara, concreta y estable de los tributos
susceptibles de cesión, los cuales son, en parti-
cular, el Impuesto sobre la Renta de las Personas
Físicas, con carácter parcial, con el límite del 30
por 100; el Impuesto sobre el Patrimonio; el
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados; el Impuesto
sobre Sucesiones y Donaciones; los impuestos
sobre consumos específicos en su fase mínons-
ta, salvo los recaudados mediante monopolios
fiscales y los tributos sobre el juego.
— La nueva relación de tributos susceptibles de
cesión a las Comunidades Autónomasdemanda, a
su vez, la reformulación del ámbito objetivo de los
recargos autonómicos sobre tributos estatales. A
tal fin, se modifica el artículo 12-1 de la LOFCA,
cuya nueva redacción aclara, sin duda alguna, que
las Comunidades Autónomas pueden establecer
recargos sobre todos los tributos susceptibles de
cesión, es decir, sobre todos los tributos anterior-
mente citados, con independencia de que los mis-
mos se hayan cedido o no, efectivamente, a la
Comunidad Autónoma de que se trate.
130 Ricardo Calle Saiz y Juan Gómez Castañeda
— La articulación del principio de correspon-
sabilidad fiscal se completa atribuyendo a las
Comunidades Autónomas ciertas competencias
normativas en relación a los tributos cedidos.
Para ello, la Ley Orgánica 3/1996 modifica el
articulo 19-2 de la LOFCA con los tres objetivos
siguientes:
a) en primer lugar, se mantiene el esquema
en virtud del cual se delegan en las Comunida-
des Autónomas las competencias en materia de
gestión, liquidación, recaudación, inspección y
revisión de los tributos cedidos, con el alcance
y condiciones que se especifiquen en la Ley de
Cesión de Tributos. No obstante, se dispone que
tal delegación de competencias no operará en el
ámbito de la parte del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas que se ceda a las Comu-
nidades Autónomas, pues la gestión, liquida-
ción, recaudación, inspección y revisión de la
totalidad de dicho impuesto se llevará a cabo, en
todo caso, por la Administración Tributaria del
Estado.
b) en segundo lugar, se delimita en líneas
generales la atribución de competencias norma-
tivas a las Comunidades Autónomas en rela-
ción a cada uno de los distintos tributos sus-
ceptibles de cesión, delimitación ésta que habrá
de ser precisada y concretada por la Ley de
Cesión de Tributos. Asimismo, se formulan los
principios generales a los que han de someterse
las Comunidades Autónomas en el ejercicio de
las competencias nonnativas que se les atribu-
yan.
c) en tercer lugar, se regula la incidencia en
el ámbito de los tributos cedidos, del necesario
sometimiento de España a las exigencias de
armonización fiscal emanadas de la Unión
Europea. A tal fin, en la nueva redacción que
se da al artículo 19-2 de la LOFCA se prevé
que, cuando tales exigencias de armonización
fiscal así lo determinen, la atribución de com-
petencias a las Comunidades Autónomas en
relación a los tributos cedidos quedará sin
efecto, pasando el Estado a ejercer dichas com-
petencias.
— Mediante la adición de un capítulo IV
nuevo a la LOFCA, integrado por los artículos
23 y 24, la Ley Orgánica 3/1 996 viene a llenar
una importante laguna en el régimen de cesión
de tributos, dotando a éste de normas procedi-
mentales y órganos capaces de resolver los
conflictos que puedan suscitarse entre distintas
Comunidades Autónomas y entre éstas y el
Estado, con motivo del ejercicio de sus respec-
tivas competencias determinadas por la aplica-
ción de los puntos de conexión en cada tributo
cedido.
— Señalar, finalmente, como se ha anticipa-
do, que al ser inevitable la modificación de la
LOFCA, se ha considerado oportuno insertar
en el marco orgánico del régimen de financia-
ción de las Comunidades Autónomas la nueva
realidad de las ciudades de Ceuta y Melilla, que
han adquirido la condición de Ciudades Autó-
nomas. Asimismo, se adapta el régimen jurídi-
co de las tasas autonómicas a la reciente doctri-
na del Tribunal Constitucional establecida en
materia de prestaciones patrimoniales de carác-
ter público.
Este análisis de la Ley Orgánica 3/1996, de
27 de diciembre, se debe complementar con la
consideración de la Ley 14/1996, de 30 de
diciembre, de Cesión de Tributos del Estado a
las Comunidades Autónomas y de Medidas Fis-
cales Complementarias, en la que no vamos a
entrar. Pero no puede soslayarse la existencia de
opiniones que sustentan que existen vicios de
inconstitucionalidad de las dos leyes citadas,
consecuencia todos de la atribución de capaci-
dad normativa a las Comunidades Autónomas
en los impuestos cedidos (véase, por ejemplo, J.
PEREZ ROYO: «El Nuevo Modelo de Finan-
ciación Autonómica: Análisis Exclusivamente
Constitucional». Ed. McGraw-Hill. Madrid,
1997).
Dicho lo anterior, cabe preguntarse por la
posibilidad de que la mayor corresponsabilidad
fiscal, en los términos expuestos, pueda consti-
tuir un medio para contener el déficit y el
endeudamiento de las Comunidades Autóno-
mas. Aunque no se tiene todavía, obviamente,
la necesaria perspectiva temporal para determi-
nar las consecuencias sobre el déficit y el
endeudamiento de las Comunidades Autóno-
mas del Acuerdo 1/1996, no puede desconocer-
se que los datos disponibles, y anteriormente
expuestos, no permiten sostener una relación
entre mayor corresponsabilidad fiscal y menor
endeudamiento. Como ratificación de dicha
afirmación está el ejemplo de las Comunidades
Forales, que han gozado de un amplio grado de
autonomía tributaria y, sin embargo, figuran en
los primeros lugares en cuanto al nivel de
endeudamiento.
‘Tbgtqa
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6. Las restricciones
inevitables del Pacto de
Estabilidad y Crecimiento sobre
el comportamiento de las
Comunidades Autónomas
Y a ha quedado referido el contenidoesencial del Pacto de Estabilidad yCrecimiento: respetar el objetivo a
medio plazo consistente en conseguir situacio-
nes presupuestarias próximas al equilibrio o con
superávit, y en tomar las medidas presupuesta-
rias correctoras que se estimen necesarias para
alcanzar este objetivo, lo que implica la puesta en
marcha sin demora de ajustes presupuestarios
correctores ante un riesgo de déficit excesivo
(superior al 3 por 100 del Producto Interior
Bruto) o un porcentaje de deuda pública respecto
al Producto Interior Bruto superior al 60 por 100.
No siendo necesario reiterar el contenido del
citado Pacto, hay que centrarse en las implica-
ciones del mismo, en lo que tiene de carácterpre-
ventivo y disuasorio, sobre el comportamiento de
las Comunidades Autónomas. De entrada parece
casi innecesario señalar que los citados valores
de referencia (3 por 100 y 60 por 100, respecti-
vamente), afectan a las Comunidades Autóno-
mas. Basta con recordar que en el Protocolo
sobre el Procedimiento aplicable en caso de défi-
cit excesivo del Tratado de la Unión Europea se
entiende por público en las definiciones de défi-
cit público y de deuda pública «lo perteneciente
a las Administraciones Públicas, es decir, a la
Administración Central, a la Administración
Regional o Local y a los fondos de la seguridad
social, con exclusión de las operaciones de carác-
ter comercial, tal como se definen en el Sistema
Europeo de Cuentas Económicas Integradas».
Teniendo en cuenta el déficit y el nivel de
endeudamiento de las Comunidades Autónomas,
el Pacto de Estabilidad y Crecimiento impone
como exigencia esencial una actuación coordina-
da de la política presupuestaria de la Administra-
ción Central. Obviamente, esto exige:
a) Perfeccionar los mecanismos de coordina-
ción presupuestaria y, por tanto, del endeuda-
miento.
b) Exigir el cumplimiento de los Escenarios
de Consolidación Presupuestaria y suprimir la
práctica de que en la revisión anual de los mis-
mos se eleve el límite máximo de la deuda para
ajustar la deuda-escenario a la deuda-real, prác-
ticaque puede dar al traste con la credibilidad en
los Escenarios de Consolidación Presupuestaria.
c) Tener en cuenta y comenzar a aplicar con
todo rigor el artículo 155 de la Constitución
Española, que establece que:
1. Si una Comunidad Autónoma no cumplie-
re las obligaciones que la Constitución u otras
leyes le impongan, o actuare de forma que aten-
te gravemente al interés general de España, el
Gobierno, previo requerimiento al Presidente de
la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser
atendido, con la aprobación por mayoría absolu-
ta del Senado, podrá adoptar las medidas nece-
sarias para obligar a aquélla al cumplimiento
forzoso de dichas obligaciones o para la protec-
ción del mencionado interés general.
2. Para la ejecución de las medidas previstas
en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar
instrucciones a todas las autoridades de las
Comunidades Autónomas.
7. Ultiogo
L as anteriores reflexiones acerca de laincidencia del Pacto de Estabilidad yCrecimiento sobre el comportamiento
financiero de las Comunidades Autónomas no
pueden sustituir a la manifestación de una preo-
cupación cada vez más general por las conse-
cuencias finales de la introducción de variables
prioritariamente políticas en las cuestiones refe-
rentes a la Hacienda Pública.
De entrada hay que reconocer que España es,
actualmente, uno de los paises más descentrali-
zados. En esta opinión coincide hoy una amplia
gama de autores. Así, G. Villapalos ha señalado
que «España es una realidad nacional territorial-
mente compleja que se ha convertido en uno de
los Estados más descentralizados del mundo,
mucho más que algunos federales» (en Episo-
dios Nacionales, ABC, de 26 dejulio de 1995).
Por su parte, R. Tamames ha reconocido que
«nadie puede decir hoy que España sea un país
centralista, porque en ninguna parte de Europa
existe tal grado de autonomía ... Porque si lo que
tenemos no es una estructura federal, aunque no
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sea con ese nombre, que venga Dios y lo vea. Y
si a lo que se aspira es a vaciar el Estado para
convertir las autonomías en diecinueve republi-
quitas, que se diga, porque eso sería lo más abe-
rrante de todo. Al final, inexistente el Estado, las
minorías acabarían siendo sojuzgadas y opnmí-
das y hasta alumbraríamos alguna que otra gue-
rrilla incivil. Les guste o no les guste a algunos,
aún existe España» (en «La Economía Española
1975-1995». Ed. Temas de Hoy. Madrid, 1995,
págs. 389-390). Y finalmente, la opinión también
significativa de García de Enteffla: «los federa-
lismos europeos, salvo acaso el suizo, y no total-
mente, no son muy distintos de lo que resulta de
nuestro sistema autonómico» (en «Una reflexión
sobre la supletoriedad del Derecho del Estado
respecto del de las Comunidades Autónomas»,
en «Revista Española de Derecho Administrati-
vo», n.0 95, julio-septiembre, pág. 408).La cuestión, aceptado lo anterior, es hacia
dónde se va con las pretensiones de algunas
Comunidades en sus reivindicaciones en materia
de Hacienda Pública. Así, y recientemente, se ha
manifestado el Presidente de la Generalidad de
Cataluña solicitando un nuevo modelo de finan-
ciación y apuntando para Cataluña una solución
similar a la del País Vasco. Ya en la segunda parte
de ladécada de los 70, algunos se manifestaron de
forma contundente sobre este enfoque: Trias Far-
gas se pronunciaba en contra de la extensión del
régimen de conciertos señalando que «no es en
modo alguno racional, no es eficaz, no responde a
un planteamiento de Haciendas Públicas moder-
nas y creo que sería una cuestión a revisar de cara
a un pluralismo financiero en España. Pero, en
fin, es tema casi tabú, y no me atrevo más que a
decir lo que digo» (Semana de Estudios de Dere-
cho Financiero, Madrid, 6 de mayo de 1976, pág.
147). Por su parte, De Juan Peñalosa afirmaba
que «los convenios y conciertos pertenecen a la
prehistoria fiscal, son injustos por su carácter pri-
vilegiado. Ni siquiera generalizando el sistema de
conciertos son éstos un sistema adecuado»
(Semana de Estudios de Derecho Financiero,
Madrid, 6 de mayo de 1976, págs. 151-155).
Finalmente, C. Palao Taboada se pregunta si el
principio básico de los regímenes especiales de
las Provincias Vascongadas y Navarra puede en-
girse en criterio válido para la construcción de los
sistemas tributarios de las regiones autónomas,
como propugna el slogan «fueros sí, pero para
todos». En su opinión, «basta formular la pregun-
ta para que resulte la respuesta negativa. Ni en los
Estados federales de mayor raigambre en el
esplendor de la idea federalista, sería imaginable
un sistema de esta naturaleza, que supondría una
extrema debilidad del Estado, incompatible con
las tareas que tiene encomendadas en nuestros
días» (en «La Hacienda Regional y la Constitu-
ción Española», en «Revista de Estudios Regiona-
les», nY 2, julio-diciembre, 1978, pág. 172).
Pero dejando de lado propuestas y orientaciones
concretas, no es discutible que el afán de autono-
mía fiscal en algunas Comunidades puede llevar
precisamente adesfigurar el Estado de las Autono-
niias y constituir la apertura a la implantación del
modelo federal. Y conviene no olvidar que algu-
nos, como L. Ortega Alvarez y A. Jiménez Blanco,
mcluyen entre los problemas pendientes, referidos
a las Comunidades Autónomas, el debate federal.
La reflexión última tiene que ver con los fun-
damentos que determinan la existencia de un
Estado federal (unir lo disperso), fundamentos
que no son, en consecuencia, los que configura-
ban en 1978 la realidad española. Pero en algu-
nas cuestiones, como es el caso de las referidas
a la Hacienda Pública, las reivindicaciones per-
manentes planteadas con un carácteroportunista
en función de intereses políticos pueden desfi-
gurar el Estado de las Autonomías. Para evitarlo
es evidente la urgente necesidad de establecer
los limites definitivos del proceso reivindicati-
vo, pero siendo conscientes de que ninguna fór-
mula, ningún texto constitucional, ningún Esta-
tuto, ningún pacto, podrán resolver el problema
de las autonomías, por muy bien que lo encau-
cen, si no las acompaña un espíritu de mutua
comprensión y reconocimiento de los objetivos
comunes, en vez de dedicarse exclusivamente al
cultivo morboso del hecho diferencial. Después
será demasiado tarde por el carácter irreversible
de dicho proceso. Ya dijo Azorín que en España
todo se hace cuando ya debería estar hecho.
NOTAS
El artículo 104 C 2-a) del Tratado de la Unión Euro-
pca sostiene que la Comisión supervisará la evolución de la
situación presupuestaria y del nivel de endeudamiento
público de los Estados miembros con el fin de detectar
errores manifiestos. En particular, examinará la observan-
Cía de la disciplina presupuestaria atendiendo a los dos cn-
terios siguientes. a) si la proporción entre el déficitpúblico
previsto o real y el producto interior bruto sobrepasa un
valor de referencia (3 por lOO); y b) si la proporción entre
la deuda pública y el producto interior bruto rebasa un
valor de referencia (60 por lOO).
